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Análisis de los objetivos y criterios jurisprudenciales referentes a la detención con fines

investigativos, sustanciadas ante los jueces de flagrancia del Ecuador

Resumen

El presente artículo académico aborda como problemática los aspectos de carácter procedimental

que pueden conducir a una vulneración del derecho a la libertad, presunción de inocencia y tutela

judicial efectiva, al momento de ejecutarse una orden de detención con fines investigativos, cuya

duración de veinticuatro horas deja sin tiempo al sospechoso a ejercer su derecho a la defensa,

además que como consecuencia los juzgadores por petición de Fiscalía formulan cargos al

investigado, teniendo como efecto una medida cautelar que en muchos casos es la prisión

preventiva contra el investigado. La importancia del presente documento es de carácter práctico

para la administración de justicia, por cuanto la finalidad de la detención, como medida cautelar

para asegurar la presencia de la persona en el proceso penal es investigar la comisión de un delito

de instancia oficial en el cual el fiscal sospecha que esta persona ha intervenido de manera

activa, el propósito de la detención es conocer todo lo relacionado con el delito y sus

involucrados. El estudio tiene por objetivo determinar que la detención como medida cautelar,

pueden existir excesos en su aplicación convirtiéndose en una medida de aseguramiento

personal. En conclusión, en la detención con fines investigativos se debe verificar la necesidad

real y con fundamento de la solicitud, caso contrario se estaría vulnerando los derechos de las

personas. Se puede considerar que la detención con fines investigativos es admitida como un mal

necesario en todos los ordenamientos jurídicos para ejercer justicia en determinados casos.

Palabras clave: detención con fines investigativos, derechos constitucionales, derechos

humanos, derecho penal.



Abstract

This academic article addresses as a problem the aspects of a procedural nature that can lead to a

violation of the right to liberty, presumption of innocence and effective judicial protection, at the

time of executing an arrest warrant for investigative purposes, whose duration of twenty-four

hours leaves without time for the suspect to exercise his right to a defense, in addition to the fact

that as a consequence the judges at the request of the Prosecutor's Office file charges against the

investigated, having the effect of a precautionary measure that in many cases is preventive

detention against the investigated. The importance of this document is of a practical nature for

the administration of justice, since the purpose of the detention, as a precautionary measure to

ensure the presence of the person in the criminal process, is; investigate the commission of an

official crime in which the prosecutor suspects that this person has actively intervened, the

purpose of the arrest is to find out everything related to the crime and those involved. The

objective of the study is to determine that detention as a precautionary measure may be excessive

in its application, becoming a measure of personal assurance. In conclusion, in detention for

investigative purposes, the real and well-founded need of the request must be verified, otherwise

the rights of individuals would be violated. It can be considered that detention for investigative

purposes is admitted as a necessary evil in all legal systems to exercise justice in certain cases.

Keywords: detention for investigative purposes, constitutional rights, human rights, criminal law



INTRODUCCIÓN

El presente estudio está orientado a analizar una problemática jurídica relacionada a la

vulneración de los principios de inocencia y de última ratio, derecho a la libertad, a la tutela

judicial efectiva y a la defensa, cuando a criterio del fiscal se solicita la detención con fines

investigativos como medida cautelar para un proceso penal, sin considerar que los derechos

constitucionales de las personas son vulnerados al ser privadas de su libertad, sin existir una

sentencia condenatoria que declare la culpabilidad de los mismos en un acto ilícito sancionado

con la ley penal.

Al respecto tenemos aportes como el de Rojas (2009) quien cita a Valle y Castro (2018)

quienes concluyen “La detención es una forma de limitar la libertad ambulatoria en un proceso

penal y puede verse desde dos perspectivas diferentes; una de ellas medidas precautelatorias y

otra como condena” (p. 18). Así mismo Baculima, Narváez, Trelles y Erazo (2020) indican que

la detención es:

Una medida cautelar personal en la cual se priva de forma temporal el derecho a la

libertad de movilización, la misma que es ordenada por una autoridad competente en

contra de una persona sobre la que existe la sospecha del cometimiento de un acto

antijurídico, a fin de determinar su grado de responsabilidad. (p. 341)

Como vemos, la detención con fines investigativos es una medida con la que se priva la

libertad a una persona a fin de precautelar el proceso penal de lo que se desprende ocurre antes

de la determinación de la responsabilidad penal del detenido.

Con la Constitución de la República del Ecuador (2008), respecto a la detención, en el

artículo 77, numeral 1 se establece que está figura debe ser de última instancia. En ese mismo

artículo, en el numeral 11 se dispone que los operadores de justicia deben priorizar medidas

cautelares no privativas de la libertad, con la excepción de los casos de flagrancia. Por otra parte,

el Código Orgánico Integral Penal COIP (2014) establece en su capítulo segundo la detención

como una de las medidas cautelares que buscan asegurar la presencia de persona en el proceso.



Respecto a la detención con fines investigativos, el COIP en el artículo 530, señala que esta

consiste en privar de la libertad a una persona por un periodo de veinticuatro horas con el

propósito de efectuar las pesquisas pertinentes.

La detención con fines investigativos se puede tornar como una vía por la cual el

investigado permanece ilegalmente detenido hasta ser vinculado al juicio, mientras tanto la

persona sospechosa no ejerce sus derechos a la garantía básica de presunción de inocencia, la

cual está contemplada en el Art. 5 numeral 4 del COIP, que la persona conserva su estado legal

de inocencia hasta cuando no se efectivice una sentencia que señale la culpabilidad de un delito.

Al respecto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece, en su artículo 9,

que a ningún ser humano se le privará de su libertad, a excepción por los motivos determinados

por la ley y sus procedimientos (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966).

Bajo este contexto, considerando que la detención representa para las personas tensiones

propias por el impacto psicológico y emocional de la privación de libertad sin haber sido

sentenciados, es necesario revisar esta medida cautelar.

Por tanto, el objetivo del presente artículo, es determinar que la detención como medida

cautelar, no siempre es predestinada a realizar investigaciones relevantes que permitan obtener

indicios sobre los ilícitos penales investigados, sino por el contrario que existen excesos en su

aplicación convirtiéndose en una medida de aseguramiento personal para un posterior e

inmediato inicio de un proceso penal, situación que vulnera Derechos fundamentales, y

Convenios Internacionales. Para ello se aplicó como procedimiento metodológico el enfoque de

investigación cualitativa, fundamentada en la técnica de la sistematización bibliográfica y

análisis de casos jurídicos.

MARCO TEÓRICO

El siguiente apartado desarrolla la fundamentación teórica del presente trabajo, en otras

palabras, se sustentará con aportes doctrinarios jurídicos y conceptualizaciones relacionados a la

detención con fines investigativos.



Derecho a la libertad

Un derecho fundamental que se considera entre los más importante inherente al ser

humano es el de la libertad; todos tenemos derecho a que se nos considere y garantice un trato

digno e igualitario; siendo para ello importante indicar que los derechos humanos no deben

considerarse un regalo que se ha dado a unos y negados a otros, sino más bien como una garantía

básica de todo ser humano.

Al respecto se pronuncia Vergara (2015) quien define como privación de la libertad al

momento en el que la persona es impedido de ejercer debidamente todas sus formas de libertad

física, ambulatoria, de traslado, de locomoción; esto causado por restricciones o impedimentos

de cualquier tipo para el ejercicio práctico, racional y pacífico de la libertad movilidad. Para

Gordillo (2015), tanto el derecho a la libertad como el de seguridad personal reafirman la libertad

de todas las personas ante el abuso del poder público, al respecto es esencial mencionar que este

derecho es susceptible de restricciones, las cuales se encuentran establecidas en las normas

internacionales y en la Constitución, por lo que la restricción del derecho a la libertad solo se

puede dar en los casos, formas y tiempos debidamente establecidos en los cuerpos legales

correspondientes ya que lo contrario correspondería a una detención ilegal prohibida nacional e

internacionalmente.

La promulgación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el año de

1948, por la Asamblea General de las Naciones Unidas, se estableció que “todos los seres

humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, “sin distinción alguna”; más adelante se

indica que todo individuo goza del derecho a acceder a medios efectivos en tribunales

competentes, a fin de obtener amparo contra la violación de algún derecho fundamental

estipulado en la ley, asimismo, nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso, ni desterrado

(Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948).

La Asamblea General de las Naciones Unidas, en el año 1966, expide el Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que en su artículo 9 establece en 5 literales una



serie de criterios respectivos al derecho a la libertad que todo individuo puede ejercer, tales

como:

- El derecho a la libertad y seguridad personal.

- La imposibilidad de ser detenido o encarcelado de forma arbitraria.

- Se prohíbe toda privación de libertad, salvo por lo establecido en la ley.

- Cuando ocurra la detención de la persona, ésta debe ser informado de los motivos de

tal evento y comunicada la denuncia emitida contra ella.

- Todo individuo detenido o preso a razón de una infracción de carácter penal debe ser

llevado, inmediatamente y sin demora ante un juez u otro funcionario legalmente

autorizado de ejercer funciones judiciales. No debe aplicarse como norma común la

detención provisoria de personas que vayan a ser juzgadas.

- La persona detenida tiene derecho a acudir ante un tribunal, que resuelva su caso con

la brevedad y prontitud posible sobre su privación de libertad.

- Todo quien sea privado de la libertad a causa de detención tiene derecho efectivo a

obtener reparación (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966).

La Constitución del Ecuador establece una serie de mandatos que tienen por finalidad

garantizar los principales derechos de las personas. Así se tiene, en el art. 66.14 se garantiza a

todos las ciudadanas y ciudadanos ecuatorianos y extranjeros a desplazarse libremente sin poder

ser detenidos por cualquier razón o condición, a la vez que se establece que el ejercicio de este

derecho “se regulará de acuerdo con la ley” (Constitución de la República del Ecuador, 2008).

La detención como recurso privativo de la libertad representa en las personas tensiones

propias por el impacto psicológico y emocional de la privación de libertad sin haber sido

sentenciados, por lo que es necesario revisar la medida cautelar de la detención con fines

investigativos con el fin de acercar su aplicación de las máximas garantías jurídicas de nuestra

Constitución.

Debido Proceso

La libertad de las personas es un elemento básico dentro de los derechos fundamentales

establecidos en la Constitución e instrumentos internacionales. Por este motivo, al referirse a la



privación de la libertad esta deberá observar todos los procedimientos para garantizar que no se

vulnere el debido proceso y el derecho a la defensa.

Uno de los pilares sobre los que se sostiene la institución jurídica es el debido proceso,

donde ninguna persona, cualquiera que sea su condición o estamento, será juzgada sin que antes

responda los cargos de un debido proceso legal; por tanto, el debido proceso se constituye en un

conjunto de normas que codifican los derechos y garantías, a fin de garantizar un juicio justo

oportuno y equitativo (Zambrano Simball, 2015). En armonía con ello Vergara (2015) lo define

como: “el derecho de toda persona a que la iniciación, desarrollo, conclusión y la ejecución del

proceso penal se realice con la observancia de todas las normas garantizadoras consagradas en la

legislación del Estado”.

La relevancia política y social de la garantía del debido proceso va haciéndose lugar en

los textos normativos y en los ordenamientos jurídicos, manifestada además en varios convenios

internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y políticos Aprobado por la

Organización de las Naciones Unidas en 1966, en el que se lee el derecho de todo ser humano

para ser escuchada públicamente, en plena igualdad y justicia, ante un juzgado imparcial, para el

reconocimiento de sus deberes y derechos, así como para verificar alguna acusación contra ella

(Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 1966).

Con el paso del tiempo y la evolución del constitucionalismo la garantía del debido

proceso, se consagra como derecho fundamental e instrumento de derecho público. En el

Ecuador, el debido proceso es sostén del sistema jurídico, eje del derecho procesal y está

contemplado en la Constitución de la Republica del Ecuador, en sus artículos 76, 77 hasta el

artículo 82, este principio abarca a su vez otros principios como son: legalidad, proporcionalidad,

eficacia probatoria, juez o jueza competente, tutela judicial efectiva, presunción de inocencia y

derecho a la defensa.

A su vez la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 76 numeral 7

establece una lista de reglas fundamentales correspondientes al derecho a la defensa, estas son:

- Se prohíbe restringir el derecho a la defensa

- Tiempo y medios adecuados.



- Ser atendido en oportunidad e igualdad de condiciones.

- Procedimientos públicos y acceso de las partes a todo el procedimiento.

- Impedimento a toda interrogación sin asistencia de un abogado o defensor.

- Asistencia gratuita de un intérprete o traductor lingüístico.

- No prohibición de comunicación con abogado o defensor.

- Presentación de los argumentos y pruebas que le asistan y replica a los de la parte

contraria.

- No se puede establecer un doble juzgamiento.

- Obligación de comparecencia de testigos o peritos.

- Derecho a un juez o jueza competente, imparcial e independiente.

- Derecho a una resolución motivada.

- Derecho a reclamar una sentencia sobre el cual se esté decidiendo sobre sus derechos.

Como se evidencia, el debido proceso, como herramienta jurídica es una garantía que

conduce a conocer la veracidad de un proceso; su inexistencia deja sin garantía de prohibición al

uso de métodos arbitrarios, infames e inhumanos a los procesados; y, es que con el debido

proceso se llega a la resolución de conflictos de carácter jurídico por medio de procedimientos

legítimos, equitativas y razonables favoreciendo la obtención de justicia.

Medidas cautelares

En el proceso penal existen medidas que fueron diseñadas para asegurar que de quien se

sospecha el cometimiento de un delito no siga cometiendo más delitos o escape, a estas medidas

se las conocen como medidas cautelares, estas son mecanismos de aseguramiento procesal penal,

establecidos por el Estado con la finalidad de resguardar los derechos de la víctima y la eficacia

del proceso, requieren estricta y necesariamente de la obediencia y sujeción a principios y

parámetros normativos ya que constituyen restricciones de derechos del procesado e incluso

pueden significar su vulneración, antes de que se determine sobre su culpabilidad.

Detención con fines investigativos

Universalmente todos los individuos gozan del derecho a la libertad, así como de la

seguridad personal, así como la prohibición de toda detención o prisión arbitraria.



Al respecto indica Fernández (2004) “la detención consiste en la privación de la libertad

de una persona para ponerla a disposición de un juez o autoridad competente”. En armonía con

ello Bermúdez (2001) señala: “la detención solo puede expedirla el Juez a petición del Fiscal con

el objeto de investigar el cometimiento de una infracción de acción pública y contra la persona

que se presume tiene responsabilidad, la detención deberá hacerla efectiva un Agente de la

Policía, la detención no podrá exceder de veinte y cuatro horas”.

La detención en el régimen jurídico ecuatoriano es una medida cautelar dispuesta por el

Código Orgánico Integral Penal que comprende la privación de la libertad por un tiempo

limitado, la cual es dictada por una autoridad. La diferencia entre la detención y el secuestro que

es también otra forma de privación de libertad está en el sujeto que comete y obliga a la

privación de la libertad, en el caso de la detención, la ordena una autoridad o la ejerce alguien en

el ejercicio de sus competencias, en el secuestro es un particular que retiene arbitraria, maliciosa

y generalmente una intención delictiva. En relación con ello la Constitución de la República del

Ecuador en su artículo 77 numeral 1, 3, 4 y 11 respectivamente añaden:

La medida de privar la libertad debe ser utilizada de forma excepcional, con la finalidad

de asegurar que la persona comparezca al proceso, así como garantizar que se cumpla la

pena. La autoridad competente ha de emitir por escrito dicha orden, cumpliendo con los

tiempos y formalidades de la ley. En caso de delitos flagrantes, el procedimiento anterior

se exceptúa, sin embargo, no se puede retener a la persona por más de veinticuatro horas

sin formulación de cargos.

Toda persona, en el momento de la detención, tendrá derecho a conocer en claramente los

motivos de su detención.

Durante la detención, al acusado se le leerán sus derechos de permanecer en silencio,

requerir un abogado, realizar una llamada a la persona que señale.

La autoridad judicial podrá emplear medidas cautelares alternativas a la privación de

libertad según la ley (Constitución de la República del Ecuador, 2008).

En el Código Orgánico Integral Penal del 2014 se señala en el artículo 530 respecto de la

detención que, “La o el juzgador, por pedido motivado de la o del fiscal, podrá ordenar la



detención de una persona, con fines investigativos”. A continuación, en el artículo 532 ibidem se

determina que la detención tiene un tiempo limitado de veinticuatro horas, el cual no podrá

extenderse.

Para que la detención sea legal es necesario que se cumplan ciertos requisitos y

condiciones. Cuando alguien es detenido por la autoridad policial tiene que recibir información

de manera inmediata del motivo de su detención y, al mismo tiempo, se les debe comunicar

cuáles son sus derechos, es necesario que la detención se ajuste al tiempo que establece la ley.

Para evitar posibles abusos de la autoridad y detenciones improcedentes, la ley contempla el

procedimiento de hábeas corpus, según el cual el detenido debe ser presentado ante un juez de

manera inmediata para decidir si la detención se ajusta a la ley o no.

Párraga (2018) menciona en relación a la detención; “es dictada cuando se requiere la

inmediata comparecencia del procesado para que rinda versión (…). Una vez cumplida con esta

diligencia, la fiscalía procede a formular cargos en contra del procesado de existir elementos que

lo relacionen con los hechos”

Por los conceptos y aportes antes vistos, la detención es una medida cautelar con la cual

se asegura la presencia del sospechoso en el proceso y el juicio y con ello garantizar a su vez la

protección de derechos ante la posibilidad de vulneración, el carácter temporal de esta medida

supone la razón del cumplimiento de otra acción, está en esencia es la puesta a disposición del

juez o bien la puesta en libertad del individuo.

Ocurre que en la práctica se usa esta modalidad de detención con escasas motivaciones

valiéndose el agente investigador de su carácter temporal y justificándose en garantizar la

comparecencia del sospechoso, lo que es evidentemente una vulneración al debido proceso, pues

esta garantía tutela los derechos constitucionales de las personas a defenderse en libertad y en

igualdad de condiciones, con lo que la flexibilidad con la que autorizan las y los jueces la

detención con fines investigativos ante la solicitud de los agentes fiscales inobservan su función

de garante de los derechos y dando lugar a actos inconstitucionales y con ellos consecuencias del

mismo carácter, con lo que se incurre en la vulneración de los derechos fundamentales de la



persona detenida. El mal empleo o extensiva interpretación de la detención con fines

investigativos por los operadores de justicia, provoca una formulación de cargos inmediata

irrespetando los plazos y términos establecidos en citado cuerpo legal y vulnerando con ello el

derecho constitucional al debido proceso.

Al respecto el artículo 11, numeral 9 de la Constitución de la República del Ecuador

establece que el Estado es el responsable por las falencias en los proceso de justicia y violaciones

de los principios y normas del debido proceso (Constitución de la República del Ecuador, 2008).

En armonía con ello el artículo7 numeral 5 de la Convención Americana Sobre Derechos

Humanos que entró en vigor en 1978, establece: Cuando la persona detenida arbitrariamente ha

recuperado su libertad la reparación del daño ocasionado se deberá demandar al Estado ante el

Tribunal de lo Contencioso Administrativo (Convención Americana sobre Derechos Humanos

"Pacto de San José de Costa Rica", 1969).

En este aspecto García (2009), expone que la regla a la detención cautelar de personas

inocentes se da como si se tratará de una pena anticipada del investigado; enfatiza que de

acuerdo a nuestra legislación el fiscal debe indispensablemente cumplir con requisitos

constitucionales y legales que el juez debe exponer al dictar la orden de detención o prisión

preventiva, resalta que en el cumplimiento del debido proceso nadie podrá ser considerado ni

tratado como culpable mientras una sentencia no lo determine.

Ocurre que la aplicación de esta medida de aseguramiento establecida en el Código

Orgánico Integral Penal puede cuestionarse como una contradicción a la Constitución del

Ecuador vigente y a diferentes instrumentos internacionales, pues la privación de la libertad de

una persona para asegurar su comparecencia al proceso no significa precisamente garantizar el

derecho de la víctima del delito de obtener justicia y asegurar el cumplimiento de la pena ya que

se inobserva que no se ha determinado la responsabilidad del sospechoso en el acto delictivo, el

detenido es un sospechoso quien hasta ser demostrado lo contrario debe ser considerado inocente

y con ello se debe respetar su estatus de libertad antes y durante de un proceso penal hasta que

exista una sentencia debidamente ejecutoriada que declare su culpabilidad.



El principio de inocencia

Toda persona se la debe considerar inocente hasta que se compruebe su culpabilidad en

un juicio justo donde se hayan observado todas las garantías de defensa (Declaración de los

Derechos del Hombre y del Ciudadano, 1789). En el ordenamiento jurídico ecuatoriano prima el

principio de inocencia siendo este una garantía del imputado y pilar del proceso penal acusatorio

dentro de la categoría de derecho fundamental y por lo tanto posee estatus constitucional.

Yánez respecto del principio de inocencia menciona; “evita que una persona sea señalada

como autor, encubridor o cómplice de un delito sin que antes haya sido sometido un proceso

legal en el cual se determine a través de una sentencia en firme su culpabilidad. La presunción de

inocencia que la ley establece como una garantía constitucional y procesal, únicamente puede ser

desvirtuada, en sentencia condenatoria, basada en autoridad de cosa juzgada (Yánez, 2014).

Como se evidencia la inocencia de una persona puede ser desvirtuada mediante una

resolución firme o sentencia ejecutoriada, por la esencia de esta condición se admite prueba en

contrario para ser desvirtuada, deber que le corresponde al órgano acusador que es fiscalía, de lo

contrario mientras la responsabilidad del procesado no sea demostrada, el estado de inocencia de

la persona se mantiene en firme.

Tutela Judicial Efectiva

Según Pico Junoy (1997); la tutela efectiva hace referencia a una diversidad de aspectos

tales como el derecho al acceso a los tribunales, a obtener una sentencia fundada y a la

efectividad de las resoluciones judiciales, es decir comprende la facultad de poder reclamar a los

órganos judiciales la acción de un proceso, obteniendo con ellos una resolución motivada y

argumentada sobre un reclamo amparado por la ley.

En el artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos consta una

ampliación de este principio donde se indica que todo individuo ser escuchada públicamente, en

plena igualdad y justicia, ante un juzgado imparcial, para el reconocimiento de sus deberes y



derechos, así como para verificar alguna acusación contra ella (Declaración Universal de

Derechos Humanos, 1948).

La Constitución del Ecuador (2008) garantiza a todos sus ciudadanos el acceso a la

justicia de forma gratuita, en observancia a proporcionar una tutela efectiva e imparcial, así como

de procesos que cumplan los principios de inmediatez y celeridad (Art. 75). En la Carta Magna

del Ecuador, se sanciona a los responsables de impedir la tutela judicial efectiva y el

incumplimiento de los principios del debido proceso” (Constitución de la República del Ecuador,

2008, Art. 9, inciso 4).

El Código Orgánico de la Función Judicial garantiza la tutela judicial a través de los

jueces, cuyo deber es garantizar el cumplimiento de los derechos reconocidos por la Constitución

e Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, así como los procedimientos establecidos

en la ley, y los méritos del proceso. (Código Orgánico de la Función Judicial, 2009, art 23)

Hábeas Corpus

En su historia temprana, los diversos recursos de hábeas sirvieron como poco más que un

proceso interlocutorio y un procedimiento judicial auxiliar, estas formas tempranas del recurso

de hábeas corpus, como demandas para presentar a una persona ante el tribunal, no se

combinaron con demandas similares para explicar el motivo de la detención de un prisionero.

Hasta el siglo XIV que los tribunales ingleses crearon un escrito cuyo propósito era cuestionar la

causa de la custodia de un preso.

Poco después, a más tardar a mediados de siglo, los tribunales fueron acoplar este recurso

de demostración de causa recientemente acuñado con habeas corpus, y haciéndolo con la

suficiente frecuencia como para que se presente un tipo distinto de recurso de hábeas. surgió, lo

que se denominó recurso de hábeas corpus cum causa. Fue entonces que los tribunales

establecieron un procedimiento que comenzó a parecerse al escrito moderno, que respecta no

sólo sobre la liberación del cuerpo del detenido, sino también el motivo de su detención.



La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 89, señala que el Hábeas

Corpus tiene como finalidad la recuperación de la libertad de una persona que se considera

detenido ilegal o arbitrariamente, donde la autoridad pública la otorga para salvaguardar la vida e

integridad física del individuo detenido.

En conclusión, el Hábeas Corpus ha surgido para proteger el estado constitucional de

derechos y justicia promoviendo la democracia, se ha instituido como una poderosa herramienta

para controlar la autoridad del Estado y particulares para obligar a las personas a acceder a las

demandas de liberación, por medio de instrumentos y recursos legales.

ESTADO DEL ARTE

Para analizar esta temática, se abordó en primer lugar las posturas en un contexto

internacional, siendo los principales estudios los siguientes:

De acuerdo a Aguirrezabal (2015), en su investigación sobre la justicia en varios países,

desde la posición de la persona afectada señala que en el caso de Chile estas tienen el derecho a

ser atendida por un órgano jurisdiccional y solicitar medidas que garanticen un proceso, es decir,

solicitar fundadamente la detención de alguien. En la legislación colombiana los jueces para

dictar este tipo de medidas observarán con diligencia lo que establezca la Ley, ya que caso

contrario podrá ser sancionado. En España, en ningún caso una persona puede quedarse en la

indefensión. De estos antecedentes, el autor deduce la necesidad de la creación de figuras como

medidas cautelares, con el propósito de garantizar la tutela de los derechos cuya protección se

solicita.

Avanzando con la naturaleza de esta medida Suárez & Vallejo (2017) reafirma que las

medidas cautelares están orientadas a asegurar el desarrollo del proceso judicial, siendo

instrumentos con los cuales se protege de forma provisional el ordenamiento jurídico mientras

dura el proceso. La importancia de estas medidas es estrictamente judicial, ya que con ellas se

procura garantizar el derecho pretendido por el actor y que su petición no resulte inocua. No

obstante, el juez para su aplicación debe ceñirse a los procedimientos establecidos, cuidando el



cumplimiento de los mandatos constitucionales, es decir que el proceso sea bajo los principios de

eficacia, celeridad, entre otros. Además, se debe observar la proporcionalidad de la medida, para

evitar vulnerar los derechos de alguna de las partes.

Dentro de las medidas cautelares, se encuentra la detención, figura que hace que por ley

la libertad sea vulnerada de forma expresa pero temporal, como lo señala Rivero (2017) la

detención es parte del esfuerzo por encontrar la verdad y al culpable de posibles trasgresiones,

dándole a esta persona la condición de sospechosa de haber cometido un ilícito penal. La

detención al ser una medida extrema de privación de la libertad esta ha de ser tomada bajo los

parámetros de la Constitución y la Ley.

Se llega a la detención, para asegurar el proceso, ya que el Estado asume la

responsabilidad de protector, siendo por otro lado, obligado a definir apropiadamente los límites

que el propio término detención adquiere en un marco representado por la libertad como derecho

fundamental. En este sentido, la detención que se lleve a cabo sin el cumplimiento de los

requisitos legales determinados como garantía y tutela de la libertad, puede considerarse como

privación ilegal de la libertad.

Por otra parte, Rivero (2017) indica que la detención es una figura que puede tender a ser

una medida injusta, ya que restringe el derecho a la libertad personal en casos donde se coloca al

detenido en procesos que rebasan los plazos para definir su situación jurídica, desconociéndose

con ello su núcleo esencial por quedar sometido a limitaciones que lo hacen impracticable. El

autor concluye que, si bien con la detención se restringe la libertad, la cual es amparada por el

Estado, también el mismo Estado debe brindar medidas para salvaguardar la tutela, para lo cual

es fundamental establecer un sistema judicial con un marco apropiado que establezca límites y

condiciones básicas, para evitar una extralimitación en ambas partes.

Mazo (2015) por su parte manifiesta que la aplicación de una medida por parte de los

jueces debe observar lo siguiente: a) Cuál es el fin para imponerla; b) luego se procede a buscar

las medidas disponibles más apropiadas; c) luego justifica la selección particular de entre ellas y;

d) confirmar si la medida adoptada cumple los requisitos, tanto generales como específicos para

imponerse. En esta misma línea, Posada (2018) indica que el juez como titular en el



ordenamiento de la privación de la libertad, esta debe expresar previamente los motivos y los

fundamentos en derecho por el que se procede a la captura; a fin de que esta resulte legítima,

verificando las condiciones materiales para mantener ileso el principio de la dignidad humana

que protege el Estado de Derecho.

Lozano (2017) en su estudio analiza la relación de la detención con el principio de

inocencia, ya que este es un derecho fundamental de los ciudadanos, por tanto, cabe la pregunta

si ¿La detención vulnera el principio de inocencia? Se reconoce que la detención preventiva

permite garantizar que un determinado proceso fluya, es decir no sea obstaculizado o demorado

de alguna manera. Además, es importante recalcar que la detención con fines investigativos no es

una condena anticipada. Esta medida surge de la necesidad del Estado de ser ágil frente a un

posible delito.

Por otro lado, toda persona es inocente, hasta que no exista una sentencia que lo condene

(Aguilar, 2015). En este sentido, en principio la detención es una medida cautelar de índole

gravosa, de debe ser aplicada de forma provisional y con fundamentos serios. Si se cumplen

estos, la detención preventiva no lesiona la presunción de inocencia, es decir, deben existir

elementos de prueba contundente que vinculen al imputado con el hecho investigado. De acuerdo

a la perspectiva del autor teóricamente cuando se cumple con los presupuestos para requerir la

medida, no existiría violación de la presunción de inocencia.

Hoyos, Zambrano y Jaramillo (2006) abordan otro aspecto relacionado con la

responsabilidad del Estado en las detenciones provisionales de forma ilegal, las cuales se daría

en ocasiones como consecuencia de la violación del deber que tiene todo juez, error judicial, que

se pruebe un daño físico o moral en la persona, y que la parte acusadora no se registre una

actividad dolosa. Si se confluyen estos aspectos el Estado es responsable de la reparación del

error.

En el contexto nacional, se ha realizado investigaciones acerca de la detención con fines

investigativos, como el desarrollado por:

Moya (2017) quien señala que toda medida cautelar impuesta por el juzgador ha de ser

motivada por la ley, y su aplicación se dará en los casos estrictamente necesarios. El juez podrá



imponer una o varias de las medidas cautelares provistas dentro del ordenamiento jurídico entre

ellas la detención. Bajo estos argumentos la detención preventiva debe ser la excepción y no la

regla (Defensoría del Pueblo, 2018).

En el estudio efectuado por Fajardo (2019) se aborda la constitucionalidad de la

detención con fines investigativos, llegando a la conclusión que bajo la normativa vigente no es

una medida cautelar en sentido estricto, pues de la lectura de los Artículos 6, 520.1, 522 y 530 de

Código Orgánico Integral Penal, refieren que para dictarse una medida cautelar debe existir un

proceso debidamente instaurado porque las medidas cautelares se pueden dictar desde que se

formulan cargos hasta la etapa evaluatoria y preparatoria de juicio.

Cisneros (2014) Pozo (2016) coinciden en sus estudios al señalar que la aprehensión de

una persona, con frecuencia se inobservan las garantías básicas del debido proceso, y con ello se

vulneran el derecho a la libertad, a la tutela judicial efectiva, al principio de inocencia, y otros

derechos. Por su parte, Proaño (2019) manifiesta que las autoridades que tienen a su cargo la

detención de personas, deben limitarse a realizar las investigaciones tomando las declaraciones

de forma inmediata, para posteriormente ponerlos en libertad si ello no se lograra, se estaría

viciando el proceso. En este sentido si se violan las formalidades de Ley que se produzcan

durante una intervención policial, se estaría cometiendo arresto o detención arbitrarios de

personas (Cabezas, 2015).

Guañuna (2017) en su estudio indica que, de acuerdo con la Constitución, una persona

solo podría perder la libertad en casos de flagrancia o cuasi flagrancia; y si se ha dictado auto de

prisión preventiva en su contra; asimismo si existe sentencia condenatoria ejecutoriada a pena

privativa de la libertad como lo indica el numeral 1 del Art. 77 de la Constitución. No obstante,

lo anterior, a diferencia de lo que dispone la norma constitucional transcrita, el Art. 530 del

Código Orgánico Integral Penal, permite otra forma de privación de libertad de una persona, con

fines investigativos.

La detención con fines de investigación confronta el principio de judicialidad, el bien

jurídico de Libertad y el principio de inocencia, exponiendo al detenido a la estigmatización

social, con posibles mecanismos inquisitivos para obtener una confesión que vulneran el debido



proceso, según (Cabrera, 2016) (Bramont Arias, 1996) (Lasluisa, 2014) (Baquerizo, 2005). En

este contexto, es imprescindible tener presente el principio de legalidad, para que nadie sea

detenido arbitrariamente, sino en observancia la ley del país (Velarde, 2014).

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

El presente artículo académico aborda como problemática los aspectos de carácter

procedimental que pueden conducir a una vulneración del derecho a la libertad, presunción de

inocencia y tutela judicial efectiva, al momento de ejecutarse una orden de detención con fines

investigativos. Por tanto, en las detenciones con fines investigativos primero tenemos un

problema de carácter legal, y en segundo lugar realizando un test se determinar si efectivamente

es un problema Constitucional.

La importancia del presente documento es de carácter práctico para la administración de

justicia, por cuanto la finalidad de la detención, como medida cautelar para asegurar la presencia

de la persona en el proceso penal, es; investigar la comisión de un delito de instancia pre procesal

en el cual el fiscal sospecha que esta persona ha intervenido de manera activa, siendo el

propósito conocer todo lo relacionado con el delito y sus involucrados, respetando todas las

garantías que se expresan en la Constitución de la República del Ecuador.

Bajo estos argumentos, el estudio está orientado a determinar que la detención como

medida cautelar, no siempre es predestinada a realizar investigaciones relevantes que permitan

obtener indicios sobre los ilícitos penales investigados, sino que existe excesos en su aplicación

convirtiéndose en una medida de aseguramiento personal para un posterior e inmediato inicio de

un proceso penal, situación que vulnera Derechos fundamentales, y Convenios Internacionales.

ANÁLISIS

La Corte Nacional como máximo organismo de la justicia ordinaria ha emitido las

siguientes resoluciones:



Sobre una consulta de la Dirección Provincial de Guayas para realizar audiencias de

formulación de cargos con detenidos por fines investigativos, sobre el procedimiento para

ordenar la detención con fines investigativos, se indica…

Para asegurar el cumplimiento de los fines del proceso penal, una vez detenido el

sospechoso (presunto imputado), y luego de receptada la versión, el fiscal al considerar

que tiene elementos suficientes, puede pedir inmediatamente la celebración de la

audiencia para formular cargos en contra del detenido, por ende y para garantizar sus

derechos, la realización de esa diligencia debe ser dentro de las 24h00 desde la privación

de libertad, siendo competente para conocer la jueza o el juez que ordenó la detención,

pues previno en el conocimiento de la causa, o quien se encuentre de turno.

Adicionalmente, se concluye que, si es que la solicitud de instalación de audiencia de

formulación de cargos, debido a la detención, se requiere para el fin de semana, podrá

celebrarla la o el juez de flagrancia o el de turno, una vez realizada la diligencia, pasará

el expediente a conocimiento de la jueza o juez que ordenó la detención. (Corte Nacional

de Justicia, 2019; Memorando circular-CJ-DNGP-2020-0756-MC, 2020)

Estas resoluciones ponen límites a las peticiones de detenciones con fines investigativos

que continúan con mayor frecuencia en las unidades de flagrancia, siendo lo debidamente

procedente que continúe el juez que las emitió, es decir jueces No flagrante, ya que se podría

constituir en abuso.

Esta situación de abuso se puede manifestar en un caso del tribunal de la Sala

Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, conformado

por los jueces nacionales, respecto a la Sentencia de Habeas Corpus 09113-2021-00076, que en

su parte resolutiva manifiesta:

En cuanto a los motivos por los cuales el fiscal solicitó la detención con fines

investigativos, la formulación de cargos y la prisión preventiva, se debe indicar que estos

son impertinentes de acuerdo con el objeto de los recursos de aclaración y ampliación.

Ello, dado que el recurrente no busca aclarar un pasaje ambiguo u obscuro de la



sentencia, como tampoco pretende que el tribunal se pronuncie sobre algún punto de

derecho inobservado. 3.9 En relación con la solicitud de precisar si se cumple con los

criterios de ilegalidad, ilegitimidad y/o arbitrariedad, esta Sala observa que: i. desde el

párrafo 4.13 hasta el 4.21 se desarrolla la ilegalidad, ilegitimidad y/o arbitrariedad de la

prisión preventiva; y, ii. desde el párrafo 4.23 hasta el 4.61 se analiza la ilegalidad,

ilegitimidad y/o arbitrariedad de la detención con fines investigativos (Sentencia

09113-2021-00076, 2021). Actualmente seleccionada mediante ficha de selección por la

Corte Constitucional en la Causa No. 144-21-JH. En tal virtud, el criterio plasmado en el

voto de mayoría según el cual se debería liberar al sospechoso una vez que se cumplan las

24 horas de su detención, para posteriormente proceder a notificar a dicho sospechoso

con 72 horas de anticipación para la realización de la audiencia de formulación de cargos.

Otro criterio jurisprudencial con respecto a la detención con fines investigativos en la

sentencia SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA, en el Juicio No. 09133-2021-00118, que expresa lo

siguiente:

La finalidad de la detención con fines de investigación es “recabar los elementos de

convicción necesarios que determinarán la formulación o no de cargos, por medio de la

práctica de diligencias sobre la persona detenida” una vez cumplidos estos, “la fiscalía

debería inmediatamente liberar al sospechoso, pues de otra forma, se encontraría

desviando la finalidad para la cual se reguló esta figura preprocesal”.

En el caso del imputado, fue detenido con fines de investigación, pero no se dispuso su

libertad; por el contrario, se solicitó la convocatoria a la audiencia de formulación de

cargos. De esta forma, se advierte una desviación de la finalidad específica de este

mecanismo limitador de la libertad, pues seguidamente a la detención y antes de cumplir

las 24 horas permitidas por la ley y la Constitución, se solicitó la formulación de cargos,

pretendiendo asegurar la comparecencia del investigado a la audiencia de formulación de

cargos y no precisamente investigar la infracción.

De acuerdo con estas consideraciones, la CIDH ha indicado que una detención resulta ser

arbitraria e ilegal cuando es practicada al margen de los motivos y formalidades que



establece la ley. Bajo este escenario, en virtud de las consideraciones realizadas, se

observa que la desviación de la finalidad legal advertida dentro del análisis de la presente

resolución existió únicamente respecto de la detención con fines investigativos (Juicio

No. 08102-2022-00010, 2022).

CONCLUSIÓN

En correspondencia al problema y objetivo de investigación se pudo evidenciar:

Que la privación de la libertad es una medida cautelar excepcional en el proceso penal

para asegurar la presencia del sospechoso, es necesario que esta sea regulada en el caso de una

persona que aún no cuenta con una sentencia en firme, definiéndose las siguientes formas:

aprehensión, detención o arresto provisional y prisión preventiva. En consecuencia, la

aprehensión puede ser ejercida por cualquier individuo cuando se evidencia un delito flagrante,

mismo que deberá dirigir a la persona detenida ante la Policía. El arresto provisional requiere de

una orden temporal de autoridad competente. La prisión preventiva es solicitada por la Fiscalía

General del Estado en el marco de sus competencias para garantizar el desarrollo de las etapas

del juicio.

Respecto a la detención con fines investigativos existe gran controversia en la aplicación

de este procedimiento. La decisión para solicitar esta medida es con previo pedido de fiscalía,

donde el juez valora desde su criterio si la solicitud de detención es o no motivada, tomando en

cuenta que tal resolución afectará el ejercicio de un derecho fundamental del ciudadano como es

su libertad.

La detención con fines investigativos se puede convertir en un mecanismo donde el

investigado permanece ilegalmente detenido hasta poder ser vinculado al juicio, afectando de

esta forma el derecho al debido proceso garantizado en la Constitución de la República del

Ecuador. No obstante, en casos de flagrancia, la persona debe ser aprendida por haber cometido

un delito de manera pública o cuando se la descubre infraganti en la comisión de la infracción,

además se ha de considerar que siempre exista una persecución ininterrumpida de hasta



veinticuatro horas. “En todos los casos se debe cuidar que la detención se solicite, se ordene, se

efectivice y se desarrolle estrictamente conforme a la ley, donde en todo momento, la jueza o el

juez debe respetar y hacer respetar los derechos del detenido, fundamentalmente cuidar que éste

despliegue de forma adecuada su derecho a la defensa” (Corte Nacional de Justicia, 2019).

Para ello en el Ecuador se han establecido Unidades Judiciales de Garantías Penales de

Flagrancia, cuya estructura está orientada a la atención de infracciones flagrantes, así como

brindar tanto a la víctima como al procesado un servicio que garantice el respeto de sus derechos

fundamentales, bajo la coordinación interinstitucional de la Fiscalía, Defensoría Pública,

Ministerio del Interior, y demás instituciones que tengan relación en el procedimiento. Por parte

de la Fiscalía existen las unidades de flagrancia, en el que la víctima de un delito puede acudir

cuando el presunto responsable se encuentra aprehendido, entre sus objetivos está recibir y

procesar la denuncia del presunto hecho flagrante.

Bajo esa óptica, en la detención con fines investigativos se debe verificar la necesidad

real y con fundamento de la solicitud, caso contrario se estaría vulnerando los derechos de las

personas, teniendo en cuenta que esta medida es excepcional para garantizar la comparecencia de

la persona procesada al proceso y el cumplimiento de una posible pena. Se puede considerar que

la detención con fines investigativos es admitida como un mal necesario en todos los

ordenamientos jurídicos para ejercer justicia en determinados casos.

Por otra parte, existen criterios internacionales sobre las medidas cautelares, entre ellas la

detención preventiva, provisional o con fines investigativos, la cual es un mecanismo aceptado

para asegurar la realización del proceso, por ende, este no vulnera derechos constitucionales y

derechos humanos en el Ecuador, si se cumplen con todos los presupuestos requeridos para su

adopción, esto es: el plazo, la orden, la fundamentación en Ley y hasta la justificación de

proporcionalidad para emitir la orden.

Además, se tiene que tomar en cuenta que los operadores de justicia deben considerar la

detención como último recurso, y buscar medidas alternativas que ya constan en el ordenamiento

jurídico ecuatoriano vigente. Como también acudir a la Jurisprudencia de la Justicia Ordinaria, y



Constitucional. En este sentido, la Corte constitucional como máximo organismo del

ordenamiento jurídico, debería emitir la jurisprudencia vinculante al respecto, con el fin de

hegemonizar el actuar jurisprudencial.

Bajo esta perspectiva, debemos indicar que se necesitas es una reforma al Art. 575 del

COIP", donde se debería decir... “Salvo en los casos de delitos flagrantes y las detenciones con

fines investigativos”.
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